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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Romero 

García, la Juez Méndez Miró y el Juez Salgado Schwarz1 

 

Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN EN RECONSIDERACIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

 El Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA), en 

representación de la Oficina del Comisionado de Seguros 

(OCS), solicita que este Tribunal revoque la Resolución 

que emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI). En esta, el TPI denegó la 

Solicitud de Desestimación del ELA. En reconsideración, 

se deniega la expedición del recurso. 

I. MARCO FÁCTICO Y TRACTO PROCESAL 

El 31 de mayo de 2019, Universal Insurance Company 

(UNICO)2 presentó ante la OCS una solicitud de práctica 

 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2021-034, el Juez Salgado 

Schwarz sustituye a la Juez Jiménez Velázquez quien se acogió al 

retiro. 
2 UNICO forma parte de una estructura de control de compañías de 

seguro, de la cual Grupo es la empresa matriz. Ambas compañías son 

corporaciones domésticas con fines de lucro, registradas y 

autorizadas por el Departamento de Estado de Puerto Rico. Asimismo, 

se estableció que UNICO es una compañía inscrita y autorizada por 

la Oficina del Comisionado de Seguros para emitir pólizas de seguros 

en Puerto Rico, tal y como se exige en el Art. 44.050 del Código de 

Seguros, 26 LPRA sec. 4405. En este sentido, del texto de la 

Demanda, como de la Resolución que emitió el TPI, indica que 

“[t]anto UNICO como Grupo llevan cuentas completas y exactas, así 

como libros de sus activos, obligaciones y transacciones y negocios, 

los cuales reflejan, entre otras, las transacciones entre las 
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de contabilidad al amparo del Capítulo 44 del Código de 

Seguros de Puerto Rico (Código de Seguros). Solicitó que 

se le permitiera admitir temporeramente en sus libros de 

contabilidad un balance por cobrar a su holding company, 

Universal Insurance Group, Inc. (Grupo), por la cantidad 

de $100,483,863, al 31 de diciembre de 2018. 

 El 25 de julio de 2019, la OCS respondió mediante 

una carta y notificó que la solicitud de UNICO no contaba 

con los elementos necesarios para evaluarla como una 

práctica permitida. Lo anterior, debido a que el 

préstamo entre UNICO y Grupo, por la cantidad 

$126,960,000, debió evaluarse por lo menos 30 días antes 

de que se hiciera la transferencia, conforme se dispone 

en el Art. 44.060 (2)(A)(i) del Código de Seguros. Añadió 

que, “aun evaluando la transacción en su momento, la 

cantidad económica [era] excesiva y representa[ba] el 

51% del sobrante para tenedores de pólizas al 31 de 

diciembre de 2017”, así como que el préstamo sería 

repagado con una línea de crédito de Grupo, que hasta 

ese momento no había sido aprobada. Concluyó que la OCS 

no estaba en posición de aprobar la transacción. Así 

pues, la OCS denegó la solicitud y ordenó que se 

revirtiera la transacción por la cantidad en exceso de 

$26,476,137. Además, ordenó que se le sometiera un plan 

para revertir la transacción, así como las alternativas 

para reponer el dinero restante, entre otros, dentro del 

término de 5 días calendario.3  

 El 31 de julio de 2019, UNICO solicitó la 

reconsideración de la determinación administrativa. El 

9 de septiembre de 2019, mediante una comunicación 

 
entidades que forman parte de la estructura de control a la que 

UNICO pertenece”.  Apéndice del recurso, pág. 5. 
3 Apéndice del recurso, págs. 66-67. 
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escrita, la OCS reafirmó que había denegado la solicitud 

porque UNICO había incumplido con el 

Art. 44.060(2)(A)(i) del Código de Seguros. Asimismo, 

reiteró que la transacción se debía revertir, además de 

que se debía someter un plan para ello dentro de 5 días 

laborales. También ordenó que se le sometiese, 

respectivamente enmendados, tanto el informe anual al 

31 de diciembre de 2018, así como los informes 

trimestrales de 2019. 

 A consecuencia de las comunicaciones de la OCS, el 

19 de septiembre de 2019, UNICO y Grupo instaron una 

Demanda y Solicitud de Sentencia Declaratoria (Demanda) 

bajo la Regla 59.1 de las de Procedimiento Civil ante el 

TPI. Solicitaron que este declarase:  

a. La OCS tiene facultad en ley para atender 

y aceptar notificaciones sobre prácticas 

de contabilidad permitidas solicitadas 

posteriormente a un evento, por lo que el 

Comisionado tiene autoridad para evaluar 

la notificación de práctica de 

contabilidad permitida que UNICO y Grupo 

le hicieran el 31 de mayo de 2019. 

 

b. La solicitud de práctica permitida debe 

evaluarse a la luz de los criterios que 

establece el Código de Seguros y de las 

circunstancias que la propiciaron, por lo 

que la OCS actuó en contravención al 

marco estatuario aplicable al no 

articular fundamentos para su 

denegatoria, más aún cuando la solicitud 

de práctica permitida estaba claramente 

justificada a la luz de tales criterios 

y circunstancias. 

 

c. La actuación de la OCS es ultra vires en 

tanto y en cuanto el Código de Seguros de 

Puerto Rico dispone los remedios 

aplicables en dichas situaciones y 

ninguno provee para que se anule y 

revierta una transacción, remedio que fue 

claramente descartado por el legislador 

al adoptar el modelo estatutario de la 

Asociación Nacional de Comisionados de 

Seguros (“NAIC”). Apéndice del recurso, 

a las págs. 20-21. 
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De otra parte, el 2 de diciembre de 2019, la OCS 

presentó una Solicitud de Desestimación bajo la 

Regla 10.2(5) de las de Procedimiento Civil. Indicó que 

las alegaciones en la Demanda no justificaban la 

concesión de un remedio. Anejó las dos comunicaciones 

que le había cursado a UNICO. En síntesis, sostuvo su 

petición en dos argumentos. Primero, que los hechos que 

se alegaron en la Demanda eran actos administrativos 

regulatorios, que se encuentran dentro de las facultades 

que el Código de Seguros le delega al Comisionado de 

Seguros (Comisionado). Añadió, entre otras, que, de los 

hechos alegados en la Demanda, surgía el incumplimiento 

de la parte demandante con lo establecido en el 

Art. 44.060 (2)(A)(i) del Código de Seguros, al dejar de 

notificar una transacción económica y posteriormente 

solicitar que se considerara la existencia de un crédito 

generado por una “transacción ilícita”, para validar de 

esa forma los resultados de un informe posterior. 

Segundo, arguyó que el Código de Seguros establece 

un proceso adjudicativo interno acorde con la Ley 

Núm. 38-2017, según enmendada, y mejor conocida como la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico (LPAU), 3 LPRA sec. 9601, et 

seq. Sin embargo, UNICO y Grupo someterse al 

procedimiento administrativo y optaron por acudir al TPI 

para solicitar un remedio que a su juicio no procedía. 

La OCS insistió en que es ella la que cuenta con el 

peritaje y la jurisdicción primaria para atender la 

controversia planteada por UNICO y Grupo. Concluyó que, 

aun tomando como ciertos los hechos bien alegados en la 

Demanda, e interpretándolos de la forma más favorable 

para UNICO y Grupo, no era posible conceder remedio 
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alguno. Por todo lo cual, solicitó que se desestimara la 

Demanda con perjuicio. 

El 30 de diciembre de 2019, UNICO y Grupo 

presentaron su Oposición a solicitud de desestimación. 

Señalaron que las actuaciones de la OCS habían sido ultra 

vires en tanto excedieron los poderes y facultades 

delegados al Comisionado en la ley habilitadora. En 

resumen, discutieron sus argumentos en tres partes. En 

la primera parte, expusieron el estándar de la Regla 

10.2(5) de Procedimiento Civil y subrayaron que una 

Demanda no se debe desestimar salvo que se demuestre que 

UNICO tiene derecho a un remedio.  

En la segunda parte, alegaron que la Demanda 

exponía hechos suficientes que, de manera clara y 

concluyente, establecían que UNICO y Grupo tenían 

derecho a un remedio. Fundamentaron lo anterior en que 

las alegaciones habían constatado que la OCS no había 

evaluado si la práctica permitida cumplía con los 

criterios del Art. 44.060(a)(1); que las transacciones 

entre UNICO y Grupo habían sido lícitas; que, en 

ocasiones anteriores, la OCS había evaluado y aceptado 

múltiples notificaciones de prácticas de contabilidad 

permitidas, efectuadas con posterioridad al evento 

objeto de una solicitud; y, que UNICO y Grupo solo 

contaban con la vía judicial para cuestionar la decisión 

de la OCS.  

En la tercera y última parte, UNICO y Grupo 

argumentaron que la vía administrativa no estaba 

contemplada en el Capítulo 44 del Código de Seguros y 

que, en todo caso, tal vía había sido descartada por la 

propia OCS. Adujó que la OCS había violentado su derecho 

a un debido proceso de ley, pues no les había notificado 
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sobre su derecho a impugnar la determinación del 

Comisionado por la vía administrativa y tampoco había 

cumplido con las exigencias mínimas que pauta la LPAU, 

particularmente, la Sec. 3.14 de dicho estatuto. Por 

tales razones, puntualizó que la OCS no estaba facultada 

para ordenar un remedio de revisión, que su dictamen era 

ultra vires y que, por tanto, el TPI era el foro con 

jurisdicción para atender la controversia.  

Posteriormente, el TPI emitió una Resolución el 

1 de julio de 2020, la cual notificó el 3 de julio 

de 2020. Denegó la Solicitud de Desestimación que 

presentó la OCS. A su vez, dispuso que tenía jurisdicción 

para atender el caso. Determinó que la decisión de la 

OCS no había cumplido con las exigencias mínimas de la 

LPAU, por lo que no se podía considerar como una 

determinación administrativa. Concluyó, además, que no 

aplicaba la doctrina ordinaria de revisión judicial por 

no haberse dado un procedimiento adversativo, ni mucho 

menos una determinación final, a la luz de las exigencias 

de la LPAU. 

Inconforme, el 20 de julio de 2020, la OCS presentó 

una Moción de Reconsideración en la que sostuvo iguales 

argumentos. El 4 de agosto de 2020, el caso se reasignó 

a otra sala del tribunal.  

Luego, el 19 de agosto de 2020, UNICO y Grupo 

presentaron su Oposición a Moción De Reconsideración. 

Destacaron la falta de notificación adecuada en cuanto 

al cauce disponible ante la OCS, y cuestionaron la 

garantía de imparcialidad que pudiese brindársele de 

darse el proceso administrativo, cuando --a su modo de 



 
 

 
KLCE202000879 

 

7 

ver-- la OCS ya había prejuzgado en los méritos la 

solicitud.4  

El 21 de agosto de 2020, notificada en igual fecha, 

el TPI declaró sin lugar la Moción de Reconsideración. 

En desacuerdo, el ELA, en el interés de la OCS, 

presentó ante este Tribunal un recurso de certiorari. 

Recalcó los mismos argumentos que presentó ante el TPI 

e indicó: 

Erró el [TPI] al disponer no ha lugar a la 

solicitud de desestimación presentada por la 

OCS y adjudicarse jurisdicción en un asunto 

que debe ser dilucidado en un procedimiento 

adjudicativo ante dicha agencia. 

 

Por su parte, el 1 de octubre de 2020, UNICO y Grupo 

presentaron su Oposición a la expedición de Certiorari. 

Mantuvieron su posición e indicaron que, a la fecha, la 

OCS no había emitido una notificación que cumpla con el 

debido proceso de ley que le asiste para impugnar la 

determinación de la OCS. Ello, a pesar de que en el 

recurso de certiorari la OCS había sostenido que era su 

intención cursar dicha notificación.  

El 7 de diciembre de 2020, este Tribunal emitió una 

Sentencia la cual notificó el 11 de diciembre de 2020. 

Expidió el certiorari y revocó la determinación del TPI. 

Determinó que la OCS, y no el TPI, es el foro que debe 

atender la impugnación de UNICO (aseguradora) y de su 

 
4 En efecto, el expediente evidencia que la OCS no apercibió a 

UNICO, mediante la carta en la que denegó la solicitud, así como 

tampoco en la comunicación escrita mediante la cual denegó la 

reconsideración, sobre su derecho a impugnar la determinación por 

la vía administrativa. De igual forma, la OCS no delimitó las 

alternativas o remedios mediante los cuales UNICO podía solicitar 

algún tipo de reconsideración o revisión, de encontrarse inconforme 

con la determinación de la OCS. Independiente de esto, UNICO 

mantiene ante este Tribunal que interesa que el TPI dilucide la 

controversia entre esta y la OCS. Razona que, a fin de cuentas, la 

OCS ya entendió en el asunto. Esto es, ya fuera un procedimiento 

investigativo o un procedimiento adjudicativo, se sabe la posición 

de la OCS. 
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GRUPO (afiliada) de una orden que emitió la OCS la cual 

invalidó una transacción económica entre estas. 

El 28 de diciembre de 2020, UNICO y Grupo 

presentaron una Moción de Reconsideración. Expusieron, 

en detalle, que existen razones de peso para que este 

Tribunal reconsidere su Resolución y ordene la 

continuación de los procedimientos ante el TPI. 

Plantearon que este Tribunal debía sopesar factores 

adicionales al peritaje de la OCS, como, por ejemplo, la 

necesidad de una adjudicación imparcial, justa y rápida, 

y el remedio que solicitaron. Arguyeron que ordenar a la 

OCS a notificar adecuadamente su determinación no 

subsanaba su actuación ultra vires, toda vez que las 

cartas de la OCS tampoco estaban basadas en un expediente 

administrativo resultado de una investigación. Por 

tanto, solicitaron que este Tribunal decretara que la 

orden de la OCS era nula.  

Este Tribunal concedió a la OCS oportunidad para 

oponerse mediante una Resolución que emitió el 22 de 

enero de 2021 la cual notificó el 25 de enero de 2021. 

El 4 de febrero de 2021 la OCS compareció. Reiteró que 

es el ente jurídico con autoridad para hacer cumplir las 

disposiciones del Código de Seguros y que, en todo caso, 

la falta de una notificación adecuada no lo privaba de 

emitir una adjudicación en los méritos. Expandió sobre 

el hecho de que UNICO y Grupo no agotaron los remedios 

administrativos y que tampoco estaban presentes las 

condiciones para desviarse del cauce administrativo, 

pues, no había prejuzgado la controversia. Sobre esto 

último, añadió que aún no había comenzado el proceso 

formal de adjudicación por lo que, era imposible que 
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existiera prueba sobre el alegado prejuicio del oficial 

examinador designado.  

Con el beneficio de las posiciones de las partes, 

este Tribunal resuelve. 

II. MARCO LEGAL 

Certiorari 

 El certiorari es el vehículo procesal discrecional 

que le permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337–338 (2012). La 

característica distintiva de este recurso se asienta en 

la discreción que se le encomienda al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. 

Íd. Es decir, distinto a las apelaciones, el tribunal de 

jerarquía superior tiene la facultad de expedir el 

certiorari de manera discrecional. García v. Padró, 

165 DPR 324 (2005). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.1, establece la autoridad limitada de este 

Tribunal para revisar las órdenes y las resoluciones 

interlocutorias que dictan los tribunales de instancia 

por medio del recurso discrecional del certiorari. La 

Regla 52.1, supra, dispone, en su parte pertinente, lo 

siguiente: 

El recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 

de la denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia. Al denegar la expedición de un 

recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que 

fundamentar su decisión. 

 

 Si ninguno de estos elementos está presente en la 

petición ante la consideración de este Tribunal, procede 

abstenerse de expedir el auto, de manera que se continúen 

los procedimientos del caso, sin mayor dilación, ante el 

Tribunal de Primera Instancia. García v. Asociación, 

165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez Vega v. Caribbean 

Intl. News, 151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

De conformidad, para determinar si procede la 

expedición de un certiorari se debe acudir a la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40. El tribunal tomará en consideración 

los siguientes criterios al determinar la expedición de 

un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 
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indeseable en la solución final del 

litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

  

 Nuestro Foro más Alto ha expresado también que “de 

ordinario, el tribunal apelativo no intervendrá con el 

ejercicio de la discreción del tribunal de instancia, 

salvo que demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, o que el tribunal actuó con perjuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o derecho 

sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial”. (Cita omitida). 

Zorniak Air Servs. v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 

181 (1992). 

III. DISCUSIÓN 

En su señalamiento de error, el ELA, en 

representación de los intereses de la OCS, sostuvo que 

el TPI erró al declarar sin lugar la Solicitud de 

Desestimación y sostener que es el foro con jurisdicción 

para atender la impugnación de UNICO y de su afiliada, 

Grupo, con relación a una orden de la OCS, que denegó 

una solicitud de práctica de contabilidad al amparo del 

Capítulo 44 del Código de Seguros. 

Surge que UNICO acudió inicialmente a la OCS. Esta, 

mediante una carta, denegó la solicitud de UNICO5. 

Además, le ordenó a UNICO que revirtiera la transacción 

por la cantidad en exceso y que sometiera un plan para 

ello, así como las alternativas para reponer el dinero 

 
5 El 31 de mayo de 2019, UNICO presentó una solicitud de práctica 

de contabilidad al amparo del Capítulo 44 del Código de Seguros de 

Puerto Rico, mediante la cual solicitó a la OCS que le permitiera 

admitir temporeramente en sus libros de contabilidad un balance por 

cobrar a su holding company, Grupo, por la cantidad de $100,483.863, 

al 31 de diciembre de 2018.  
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restante, entre otros, dentro del término de cinco (5) 

días calendarios.  

Inconforme, UNICO solicitó la reconsideración de la 

determinación administrativa. No obstante, la OCS, 

mediante una comunicación escrita, reafirmó que había 

denegado la solicitud, porque UNICO había incumplido con 

el Art. 44.060(2)(A)(i) del Código de Seguros. 

Este Tribunal concedió oportunidad amplia para que 

las partes presentaran sus posturas, lo cual hicieron. 

El estudio acucioso de las mismas, a la luz del 

expediente y el derecho que aplica, no permite 

identificar instancia que refleje prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto por parte del TPI.  Tampoco 

hay atisbo que apunte a que este Tribunal está en la 

etapa más propicia para considerar la controversia que 

las partes presentan. Ello se hace más evidente cuando 

las partes coinciden que ambos entes --el administrativo 

y el judicial-- pueden atender la controversia pues se 

está ante una situación de jurisdicción concurrente. Más 

bien, la objeción de la OCS es cuál foro ve el asunto 

primero (o si la OCS debe verlo en por segunda vez en 

otro tipo de procedimiento) previo a que el foro judicial 

lo atienda. Este Tribunal, en esta coyuntura, declina 

ejercer su discreción para intervenir con la 

determinación del TPI. Este Tribunal está convencido que 

esto es lo correcto pues, entre otros, prioriza los 

principios de economía procesal –-lo cual es óptimo para 

para sendos foros y las partes-- y no causa perjuicio 

alguno a las partes. 

IV. 

En reconsideración, se deniega el auto de 

certiorari y se ordena la continuación de los 
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procedimientos ante el TPI, en línea con lo expuesto 

aquí.  

La Jueza Romero García disiente sin opinión 

escrita. 

Notifíquese. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


